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I.
INTRODUCCIÓN

El Ombudsman es una institución jurídica que tuvo su origen en Suecia. desde donde se ha proyectado a diversos países del mundo. Su expansión se consolidó después de la Segunda Guerra Mundial, como consecuencia de la reconstrucción de Europa, donde las sociedades reclamaban un mejor servicio público, por lo que era necesario incorporar en los ordenamientos jurídicos un mecanismo de control sobre las nuevas y poderosas Administraciones Públicas, Se opta por el modelo escandinavo del Ombudsman; y cada país que lo incorpora le da una denominación propia y adapta a su legislación. El éxito de su expansión se encuentra en la naturaleza del control: la defensa de los derechos de los administrados. La incorporación del Ombudsman en los ordenamientos constitucionales de Portugal y España, produce gran impacto en América Latina, en razón de la proximidad histórica y cultural. Bajo la denominación de Proveedor de Justicia y Defensor del Pueblo respectivamente constituyen una garantía institucional de rango constitucional, que refuerza el sistema de garantías en materia de derechos de las personas. Además del control de la Administración, cuentan con otro medio para el cumplimiento de su función en defensa de los derechos: Legitimación activa para interponer acciones de garantías, de este modo el Ombudsman pasa a ser un defensor de la Constitución y de la legalidad.

La primera manifestación de dicha expansión en América Latina, aparece en la Constitución peruana de 1979, aunque la función del Defensor del Pueblo la desempeñaría el Fiscal de la Nación; siendo Guatemala el primer país que reconoce en su Constitución de 1985, a la institución del Ombudsman como un Comisionado del Congreso, bajo la denominación de Procurador de los Derechos Humanos. 

Este proceso de expansión en América Latina tiende a consolidarse, si bien conserva rasgos tradicionales de la institución escandinava, en cuanto a la función, está enfocada principalmente a ser un órgano protector de los derechos humanos y ello se evidencia hasta en la denominación por la que han optado. No obstante, esta no es razón para considerar que el Ombudsman o Defensor del Pueblo se haya desfigurado; por el contrario, los legisladores de los países de América Latina la han adaptado a sus sistemas jurídicos, propios del contexto social, económico y político de cada país; en los cuales el tema de la violación de los derechos humanos siempre está presente. Sin embargo, pueden producirse disfunciones, ya que si bien la norma les otorga mecanismos para configurarlos como instituciones independientes, existen aún muchos rasgos de democracia formal; que pueden constituir un factor que no permita un accionar conforme la ley ha previsto,

II.
CARACTERÍSTICAS Y ORIGEN DEL OMBUDSMAN

La institución del Ombudsman nació como una necesidad del ciudadano frente al poder del Estado y su Administración, con la finalidad de supervisar la legalidad de los actos de los funcionarios públicos. Sus características fundamentales según el profesor Donaid C. Rowat son las siguientes:

1) Es un funcionario independiente y no influido por los partidos políticos, representante de la legislatura, por lo general establecido en la Constitución, que vigila a la administración.

2) Se ocupa de quejas específicas del público contra las injusticias y los errores administrativos; y 3)tiene el poder de investigar, criticar y dar a la publicidad las acciones administrativas, pero no el de revocarlas.

A estas características se les debe agregar, la de constituir un mecanismo de defensa de los derechos humanos, contra posibles actos violatorios realizados por servidores públicos, sin que ello le impida conocer también de la realización anormal de una actividad administrativa de un servidor público, no violatorio de los derechos humanos, porque el Ombudsman cumple una doble finalidad: La de supervisar el funcionamiento de la administración y la de defender los derechos públicos subjetivos y legítimos intereses públicos de los ciudadanos frente a aquélla.
Otros rasgos típicos que lo diferencian de otras instituciones son: a) Receptor de quejas populares contra el poder público, b) requisitos procesales mínimos  y c)acceso a toda documentación e información oficial. En cuanto a la designación del titular, es parlamentaria, como en sus raíces; y en otros países, ejecutiva (caso Francia, Gran Bretaña, etc.).

Su origen se encuentra en Suecia. Según Per-Erik Nilsson, Ombudsman-jefe del Parlamento sueco, la contribución de Suecia al vocabulario internacional es muy modesta, Se trata -como máximo- de tres vocablos, de los cuales sólo uno no hace referencia a comida y bebida; es la palabra Ombudsman. Literalmente traducida significa persona que da trámite, y denota a una persona que actúa por cuenta de otra, sin tener un interés personal propio en el asunto que interviene. Pero esta palabra representa también una institución, un concepto, y es como tal que ha cruzado exitosamente las fronteras.

Sus orígenes se remontarían hasta la figura del Gran Senéchal (“drotsen”) surgida en el siglo XVI, cuya función principal era vigilar bajo la autoridad suprema del Rey, el buen funcionamiento y administración de la justicia en el Reino. El solo control de la judicatura por parte del Senéchal, se extendió luego a la Administración del Reino, cuando el Rey Carlos XII, mediante el Decreto de 26 de octubre de 1713, instituye un Konungens Hógsta Ombudsmannen, denominado posteriormente Justitie-Kansler (Canciller de Justicia), considerándosele como órgano de la Corona nombrado por el Rey en la Constitución de Gustavo Adolfo de 1772, Cuatro años después el Riksdag (Parlamento) decidió que el Rey ya no designaría al Justitie-Kansler, sino que lo harían los Estados por un período de tiempo que comprende hasta la siguiente reunión de la Cámara; situación que se mantiene hasta 1779, en que Gustavo 111 dicta una nueva Regeringsform para el Justitie-Kansler, según la cual: “ El Justitie-Kansler no tiene responsabilidad mas que ante su Majestad Real y no rendirá cuentas del ejercicio de su función y de su administración más que ante ella.”
Situación que perdura hasta el 6 de junio de 1809 en que se promulgó la nueva Constitución, adquiriendo rango constitucional la figura del Justitie-Ombudsmannen La nueva Constitución opta por una monarquía parlamentaria en la que se delimitan claramente las funciones de los tres órganos del Estado: el Ejecutivo encabezado por el Rey, el Legislativo constituido por el Riksdag y el Judicial integrado por los tribunales de justicia, La característica principal del Justitie-Ombudsmannen constitucionalizado en Suecia a partir de 1809, es su dependencia con el Riksdag (Parlamento) que lo elige y ante el cual debe presentar en forma anual el informe de su actividad fiscalizadora sobre la Administración y la Justicia. Según Claes Eklund H. “.ha sido costumbre que el reconocimiento de la labor de los Ombudsmen se manifieste con la reelección, como máximo, hasta por dos períodos consecutivos. Esta decisión la adopta el Parlamento, luego de evaluar la labor del Justitie Ombudsmannen, a través del informe que éste presenta anualmente al Legislativo sobre la gestión desarrollada en el desempeño de sus funciones”.

La actuación del Ombudsman está sujeta al trámite dispuesto en las Instrucciones de 27 de noviembre de 1975, número 1057, que derogó las Instrucciones de 29 de diciembre de 1967, número 928 y posterior reforma legal de 1986. Conoce también las quejas de los funcionarios en su relación interna con la Administración; y en cuanto a la fiscalización de la actividad de los tribunales, controla toda la Administración de justicia: Ministerio Fiscal, Magistrados de jurisdicciones inferiores, autoridades penitenciarias, policiales, etc. asistiendo inclusive a las sesiones de la Corte Suprema.

El Ombudsman sueco actúa de oficio o a iniciativa de parte; el ciudadano tiene acceso directo y personal. Se prevé un sistema que garantiza la comunicación del que se encuentra privado de libertad con el Ombudsman, disponiéndose que la comunicación dirigida en sobre cerrado no puede ser abierta ni objeto de censura y se otorga franquicia postal. No se exige que exista un interés directo de parte del quejoso, Existe la obligación de colaboración con el Justitie Ombudsmannen por parte de los funcionarios de la Administración, los que están obligados a suministrarle las informaciones que precise, remitirle los documentos que solicite.

III.
PROYECCIÓN DEL OMBUDSMAN SUECO A OTROS ORDENAMIENTOS

Durante más de 100 años el Ombudsman fue una institución exclusiva de Suecia, hasta el año 1919 en que Finlandia, lo constitucionaliza. Las normas que regulan el acceso al Ombudsman finés son similares a las que regulan al Ombudsman sueco, excepto que para la presentación de las quejas no se establece plazo preclusivo, Goza de inamovilidad durante el período del cargo, si el Parlamento no está satisfecho con su labor, como no puede destituirle, no lo reelige. Se diferencia así del Ombudsman sueco, que puede ser cesado por el Parlamento si ha perdido su confianza.

Después de la Segunda Guerra Mundial (1952), Noruega votó una ley que creaba un Ombudsman militar, diez años después un Ombudsman civil y, finalmente, tomando el modelo sueco, instituyó un Ombudsman del Consumidor. En la región escandinava, Dinamarca es el último país en incorporar la institución que se analiza a su ordenamiento constitucional, lo que se produce en junio de 1953, país que cumple un rol fundamental en cuanto a la difusión de la institución, pues se adapta a su sistema administrativo (Administración cuya responsabilidad en último término recae en una instancia política: un ministro), lo que determina que pueda expandirse a otros países que tienen el mismo o parecido sistema de organización administrativa; siendo el primero de ellos Nueva Zelanda; divulgación a la que contribuyó el Ombudsman danés Stephan Hurwitz, designado por el Parlamento en marzo de 1955 y reelegido varias veces hasta que cesó por edad en junio de 1971. Los Ombudsmen escandinavos actúan de oficio o a iniciativa de parte; el ciudadano tiene acceso directo y personal. Se prevé un sistema que garantiza la comunicación del que se encuentra privado de libertad con el Ombudsman. disponiéndose que la comunicación dirigida en sobre cerrado no puede ser abierta ni objeto de censura. No se exige que exista un interés directo de parte del quejoso y se establece el carácter informal, sumario y gratuito del procedimiento,.

Se establece además la obligación de colaboración con el Justitie Ombudsmannen por parte de los funcionarios de la Administración, los que están obligados a suministrarle las informaciones que precise, remitirle los documentos que solicite y facilitarle las inspecciones que realize, disposiciones que en la mayoría de ordenamientos jurídicos se mantienen salvo algunas diferencias como el caso del Comisario Parlamentario de Investigación de Nueva Zelanda, cuya competencia viene determinada por un sistema de lista y “será una de las características típicas que presente en adelante su adopción por otros países anglosajones.

El Comisario Parlamentario de Investigación es nombrado por propuesta directa del Gobierno a Su Majestad, quien lo nombra y puede relevarlo del cargo; requiriéndose, moción de ambas Cámaras del Parlamento para su destitución. Se rompe así una larga tradición europea, pues el Comisario es designado por el Ejecutivo y no por el Parlamento en los países escandinavos, en los que el Ombudsman actúa en representación de este poder del Estado como auténtico instrumento de control parlamentario sobre la Administración.

La “mala administration” ha sido un concepto que los Comisarios Parlamentarios anglosajones han ido definiendo con su actividad, pues la ley no lo define ni establece criterios, En las discusiones parlamentarias previas a la aprobación de la ley, destaca la definición de M, Crossman, según la cual el término abarca “la prevención, la negligencia, la inatención, la lentitud, la incompetencia, la ineptitud, la obstinación en el error, la arbitrariedad y similares” La institución del Ombudsman continuó expandiéndose a otros ordenamientos, como es el caso de Francia, y posteriormente se incorpora a los ordenamientos jurídicos de Portugal y de España, bajo las denominaciones de Proveedor de Justicia y Defensor del Pueblo, respectivamente; estos dos últimos países habían vivido un régimen de limitación de las libertades públicas, por lo que la institucionalización de ambos ha sido entendida como una pieza esencial de la afirmación del Estado de Derecho.

Una innovación frente a los típicos Ombudsmen. en el caso de Portugal y España, es que a nivel constitucional han sido legitimados para interponer acción de inconstitucionalidad en defensa de los derechos de las personas y en sus leyes de desarrollo constitucional, están facultados para interponer otras acciones. Así el Estatuto de Portugal le otorga la  facultad de defensa de intereses difusos y colectivo y en España la Ley orgánica de Hábeas Corpus, lo legitima para interponer recurso de habeas corpus.

Los derechos fundamentales cuya consecución constituye un objetivo del Proveedor de Justicia, según Luis Silveira, . no se reducen a las libertades tradicionales y a los derechos de contenido negativo,” sino que abarcan el espectro de los llamados derechos económicos, sociales y culturales, La institución del Ombudsman continuó expandiéndose por todo el mundo, a tal punto que hoy puede afirmarse sin lugar a dudas que se ha universalizado. A este proceso de expansión algunos han denominado ombudsmanía adaptándose a las realidades y sistemas jurídicos de cada nación, inclusive hay Ombudsman regionales, locales y sectoriales.

IV.
EL OMBUDSMAN EN LOS ORDENAMIENTOS CONSTITUCIONALES DE AMERICA LATINA

La incorporación de la institución del Ombudsman en los ordenamientos constitucionales de Portugal (1976) y España (1978) ha de producir, en razón de la proximidad histórica y cultural, gran impacto en América Latina. Previa a la incorporación del Ombudsman en los ordenamientos constitucionales y legales en los países de América Latina, diversos estudios contribuyeron a su divulgación, tales como; Lucio Cabrera Acevedo; y la obra de Donald C. Rowat, ya citada.

Cabe mencionarse las reuniones de ámbito latinoamericano, siendo la primera la realizada en Caracas del 2 al 4 de junio de 1983, Primer Coloquio sobre el Proyecto Ombudsman para la América Latina; y entre otras: Primer Simposio Latinoamericano del Ombudsman, realizado en Buenos Aires del 14 al 15 de noviembre de 1985;

Primer Taller de Defensores del Pueblo y Procuradores de Derechos Humanos de América Latina, celebrado en San José-Costa Rica, en el mes de junio de 1994; Foro Internacional: La Defensoría del Pueblo: Retos y Posibilidades, organizado por la Comisión Andina de Juristas en Lima en el mes mayo de 1995; VI Conferencia Mundial del Ombudsman celebrado en Argentina en 1996, entre otras. También es necesario referirse a las organizaciones que han surgido con la finalidad de promover la introducción del Ombudsman en Latinoamérica: Instituto Latinoamericano del Ombudsman-Defensor del Pueblo, fundado en Caracas, Junio de 1983, la Asociación Iberoamericana del Ombudsman-Defensor del Pueblo, fundada en Buenos Aires, agosto de 1992. Y la labor de difusión y apoyo a la institución por parte de organizaciones como el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica y la Comisión Andina de Juristas con sede en Lima-Perú.

Últimamente se ha creado la Federación Iberoamericana de Defensores del Pueblo, Procuradores, Comisionados y Presidentes de Comisiones Públicas de Derechos Humanos. Sus antecedentes se encuentran en las reuniones de San José de Costa Rica (1994), Madrid (diciembre del mismo año) y Antigua-Guatemala. El 15 de agosto de 1995, en Cartagena de Indias, se celebró el Encuentro de Cartagena, y en esta oportunidad se creó la Federación Iberoamericana, que nombró al Instituto Interamericano de Derechos Humanos su Secretaría Técnica Permanente. En abril de 1996, la FIO realizó el Primer Congreso en México, donde además recibió y aprobó las solicitudes de adhesión de los Ombudsmen de Portugal, España, Argentina y México; y de los Ombudsmen Autonómicos de España, respectivamente, por eso a su denominación antigua se le debe agregar .y Proveedores de Justicia que es la traducción castellana del Provedor de Justica de Portugal. El segundo Congreso se ha llevado a cabo en el mes de abril del año en curso, en la ciudad de Toledo-España.

Este proceso de institucionalización se inició en el Caribe, a partir del año 1966, en Guyana. Posteriormente asumiría la figura Trinidad y Tobago en 1976, Puerto Rico en 1977, Dominicana y Jamaica en 1978, Santa Lucía en 1979, Barbados en 1980 y Antigua y Bermuda en 1981. Posteriormente fue introducida en Guatemala en 1985. El Salvador en 1991,  Colombia en 1991. México en 1992, Paraguay en 1992, Honduras en 1992, Costa Rica en 1992, Perú en 1993 (como institución autónoma, ya que desde 1979 las funciones del Defensor del Pueblo fueron encargadas al Fiscal de la Nación), Argentina en 1993, Bolivia en 1994  y Ecuador en 1996. Y se encuentra en agenda en otros países, tal es el caso de Venezuela. También se ha institucionalizado esta figura en el plano local, tal es el caso de la Defensoría Vecinal en Asunción (Paraguay), el Oidor General en el Estado de Paraná (Brasil) y los Defensores del Pueblo Provinciales y Municipales de Argentina. A las características enunciadas por el profesor Donald C. Rowat mencionadas en el Capítulo I, en el ámbito latinoamericano, deben agregarse otras:

1) Prioridad a la promoción y difusión de los derechos humanos. Así lo establecen, por ejemplo, la Constitución de El Salvador (art. 194.13); la ley colombiana (art. 9 incs. 1,6,10,11 y 22 y art. 30), la ley guatemalteca (art. 14 incs. a y b), y art. 1 de la ley costarricense.

2) Defensa de los derechos humanos a través de la investigación y denuncia de las violaciones de los derechos por parte del poder público, Ejemplo: Artículo 9 de la ley del Perú, artículo 13 y 14, inc. f) de la ley de Guatemala, artículos 15 y 16 de la ley de Argentina, artículo 12 de la ley de Costa Rica y artículo 11 incisos 1, 2 y 7 de la ley de El Salvador.

3) Defensor de la constitucionalidad y legalidad, para lo cual tiene legitimación procesal activa para interponer acciones de garantía y participar en procedimientos administrativos, atribución que refuerza su labor de defensa de los derechos humanos. Ejemplo: Artículo 9 inc. 2 de la ley de Perú, artículo 21 de la ley de Costa Rica, artículo 10 de la ley de El Salvador, artículo 9 inc. 9 de la ley de Colombia.

4) Labor de mediación y conciliación entre la Administración y el perjudicado. A través de éstas, el Defensor y el personal en quien delegue funciones reúnen a las partes en controversia, a fin de que allanen sus diferencias y adopten una solución de común acuerdo, Ejemplo: Artículo 9, incisos 19 y 23 de la ley 24 de Colombia.
5) Promover la firma, ratificación, adhesión y efectiva difusión  de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, Ejemplo: Artículo 9 inc. 5 de la ley peruana.

6) Ser un factor de democratización. Este debe ser un objetivo primordial de la institución, considerando la fragilidad de nuestras incipientes democracias, en las que subsisten graves violaciones a los derechos humanos y en las cuales la sociedad civil aun no ha logrado participar plenamente en la vida política, a través de una democracia participativa.

Y es que la figura presenta matices y peculiaridades que responden a un contexto social, político, económico y cultural muy diverso de Europa, y aún más del entorno escandinavo. Latinoamérica presenta una realidad donde la pobreza, la impunidad, la corrupción, la violencia política, y otros factores impiden la implantación de sistemas verdaderamente democráticos, es por ello, que la institución se orienta básicamente a la defensa y promoción de los derechos humanos, relegando a un segundo plano la función de supervisión de la Administración Pública. 

Guatemala, Colombia, México, El Salvador, Paraguay, Perú y Ecuador, han otorgado rango constitucional al Ombudsman y priorizan su labor de defensa y promoción de los derechos humanos, por lo que puede afirmarse que en Latinoamérica, del Ombudsman para el control de la Administración Pública, se ha evolucionado a un Ombudsman para la Defensa de los Derechos Humanos, donde la supervisión de la Administración constituye un medio para cumplir con esta función.

Guatemala, es el primer país de América Latina que reconoce la institución del Ombudsman como un Comisionado del Parlamento. Y en palabras de Fix Zamudio El primer Ombudsman en sentido estricto se estableció en los arts. 273 a 275 de la Constitución guatemalteca, expedida el 31 de mayo de 1985, con la denominación de Procurador de los Derechos Humanos.

En su función de defensa de los derechos humanos, el artículo 275 c) establece como una de sus atribuciones: investigar toda clase de denuncias que le sean planteadas por cualquier persona, sobre violaciones a los derechos humanos; e inclusive puede actuar respecto a casos de vulneración de derechos entre particulares (art. 23 de la ley).

Consideramos que la institución del Ombudsman o Defensor del Pueblo, en Latinoamérica no debe conocer de conflictos entre particulares, ya que su misión es la defensa de los derechos humanos. Según Jorge Carpizo, a diferencia de los conflictos surgidos entre particulares por actos jurídicos, las relaciones entre un servidor público y un particular no se dan en un plano de igualdad y la norma jurídica obliga al agente del poder público a sujetar su actuación al principio de legalidad a fin de preservar los derechos del particular. .Luego, los derechos humanos se precisaron y garantizaron frente a la autoridad. Por ello es que, para que exista violación a un derecho humano, es necesaria la intervención de un funcionario público.

El segundo país en constitucionalizar el Ombudsman fue El Salvador. Como consecuencia del Acuerdo de Paz, se modificó la Constitución de la República de 1983, sancionada y proclamada por la Asamblea Constituyente, mediante Decreto Nro. 38. La reforma fue introducida por el Decreto Legislativo Nro. 64 del 31 de Octubre de 1991.

El artículo 191 establece; “El Ministerio Público será ejercido por el Fiscal General de la República, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos y los demás Funcionarios que determine la Ley, La ley de desarrollo constitucional es de fecha 20 de febrero de 1992, la misma que regula las funciones, atribuciones, organización, régimen financiero y patrimonio de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos. El Reglamento de esta ley, es de la misma fecha. Su ámbito de competencia está dispuesto en el artículo 194 de la Constitución, que contiene 14 apartados, siendo su labor fundamental la promoción y defensa de los derechos humanos.

Respecto a Colombia, el artículo 281 de su Constitución establece: “El Defensor del Pueblo formará parte del Ministerio Público y .ejercerá sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación. Será elegido por la Cámara de Representantes para un periodo de cuatro años de terna elaborada por el Presidente de la República”.

Es criticable la forma de designación del Defensor del Pueblo, pues si bien es elegido por la Cámara de Representantes, el Poder Legislativo no lo designa libremente, sino que tiene que escoger dentro de los tres candidatos que proponga el Presidente de la República, Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1 de su ley de desarrollo, la Defensoría del Pueblo tiene autonomía económica y administrativa.

El caso de México, es diferente a los países antes mencionados. Mediante la reforma del artículo 102 de la Constitución Federal, del 27 de enero de 1992, se aprobó una adición al artículo 102, apartado B), estableciendo una Comisión Nacional de Derechos Humanos. La Ley Orgánica de 25 de junio de 1992, fue la que desarrolló la nueva previsión constitucional y en noviembre de 1992 se publicó su Reglamento. El Presidente de la Comisión será designado a través de una “competencia compartida” entre el Presidente de la República que hará el nombramiento pero sometido a la aprobación de la Cámara de Senadores y si ésta no está reunida, a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión. Es elegido por un período de cuatro años, pudiendo ser reelegido sólo para un segundo período.

En la Parte Segunda, Capítulo IV: De otros Organismos del Estado, de la Constitución de Paraguay, se ha regulado al Defensor del Pueblo, en los artículos 276 a 280. Al igual que la mayoría de los Ombudsmen Latinoamericanos es designado por el Poder Legislativo, como el sistema es bicameral, lo designa la Cámara de Diputados, requiriéndose la mayoría de los dos tercios, de una terna propuesta por el Senado, Argentina, Bolivia y Ecuador incorporan la institución del Ombudsman bajo la denominación española de Defensor del Pueblo, mediante procesos de reforma constitucional.

En cuanto a Perú, la idea del “Ombudsman” llega por primera vez. al promulgarse el 12 de julio de 1979, la undécima Constitución. Pese al tiempo transcurrido, ninguna de las Constituciones anteriores legisló respecto a esta institución conocida y extendida ampliamente en Suecia y otros países escandinavos; Finlandia, Dinamarca y Noruega; así como, en otros ordenamientos jurídicos del mundo. La Constitución peruana de 1979, tomando como antecedente el artículo 54 de la Constitución española, recogió la figura del Ombudsman en el artículo 250.4 facultando al Fiscal de la Nación “actuar como defensor del pueblo ante la Administración Pública”. En la Constitución de 1993, la Defensoría del Pueblo aparece como institución autónoma, siendo su titular designado por el Parlamento, de esta manera Perú pasa a formar parte de la gran mayoría de países que introducen la figura del Ombudsman en sus ordenamientos constitucionales o legales como un Ombudsman puro.

IV. PROPUESTAS PARA QUE EL DEFENSOR DEL PUEBLO SEA UN FACTOR DE DEMOCRATIZACIÓN.

A. Si bien estamos de acuerdo en que los derechos humanos son indivisibles y nos orientamos por una concepción universal de los mismos, debemos tener en cuenta que la realidad económica, social, política e inclusive cultural y diversidad étnica de los países de América Latina constituyen obstáculos para la plena vigencia de los derechos humanos considerados integralmente, En tal sentido, en el campo de la defensa de los derechos fundamentales, el Defensor del Pueblo en un inicio deberá priorizar el tema, optando por una tendencia progresiva de protección, de acuerdo al personal y medios con que cuente y para tal efecto deberá seleccionar en un primer momento como campo de esfera de protección a los llamados derechos civiles y políticos, donde se incluirían los casos de detenciones arbitrarias, torturas, desapariciones forzadas de personas, legalidad de los reclutamientos, etc., sin dejar de intervenir en el campo de los llamados .derechos económicos, sociales y culturales cuando por la importancia del caso y el número de personas que se verían afectadas por la vulneración del derecho lo justifique. 

B.  En un campo donde su labor será fundamental, a efectos de lograr el cambio que tanto se requiere y en el cual logrará un mayor contacto con la población, será en el campo de los derechos políticos, fomentando vía labor de promoción de los derechos humanos, vía mediación y conciliación, vía audiencias públicas, vía iniciativa legislativa, etc. diversas formas de participación, constituyéndose así en un motor que impulse la democracia participativa en América Latina.

C. El Defensor del Pueblo está llamado a constituir una garantía de fiscalización no jurisdiccional eficaz de los derechos fundamentales, sin pretender que se convierta en el exclusivo garante del ordenamiento pues existen garantías normativas y jurisdiccionales en las Constituciones latinoamericanas. Y es que el Ombudsman se configura “como un mecanismo constitucional de potenciación de todos aquellos otros tradicionalmente establecidos en toda sociedad democrática; como son los Tribunales de justicia independientes. Independencia que el Poder judicial aún no ha logrado en América Latina y que por diversas razones no ha cumplido el rol que le corresponde dentro del sistema de garantías, donde no cabe duda que el lugar preeminente lo ocupan aquellas de naturaleza jurisdiccional las encomendadas a jueces y tribunales. 

D. Que la tarea de difusión del contenido de los diversos instrumentos de derechos humanos del sistema universal y regional, se de en todos los niveles, especialmente a nivel escolar. Para ello se debe elaborar un Plan Nacional de Capacitación en Derechos Humanos tratando de fomentar una cultura de respeto a los derechos Humanos, poniendo especial énfasis en el conocimiento de los derechos y deberes que nos corresponden como miembros de una sociedad civil, y de las obligaciones que tiene el Estado para proteger tales derechos.

E. Impulsar que las instituciones públicas respeten y apliquen los instrumentos de derechos humanos ratificados por el Estado, debiendo tenerse en cuenta que casi todos las Constituciones latinoamericanas han incorporado los tratados de derechos humanos en sus ordenamientos y algunos países establecen el principio de interpretación conforme con los tratados de derechos humanos ratificados por ellos.

F. Promover y supervisar que las leyes internas sean compatibles con la normativa internacional en materia de derechos humanos; y que la actuación de los agentes del Estado se adecuen a la normativa internacional.

G. El Defensor del Pueblo debe hacer uso de la legitimación activa para interponer acciones de garantía, cuando previamente se hayan agotado otros medios que no impliquen confrontación ni juicio. La función de mediación, persuasiva, debe estar siempre presente; interponer recursos y participar en procesos hará correr el riesgo de entrar al sistema del formalismo, del proceso lento, etc. que es lo que precisamente se trata de evitar con el procedimiento informal y sumario propio de la institución del Ombudsman.

H. La labor del Defensor del Pueblo debe proyectarse a los nacionales residentes en el extranjero, a través de Recomendaciones a los miembros de la Representación Diplomática, a fin de que hagan conocer la labor que cumplen y los derechos que les asisten. Otro mecanismo es la coordinación permanente con los representantes de la institución del Ombudsman en otros países, especialmente europeos, donde existe una gran masa de inmigrantes latinoamericanos.

I. Promover una legislación adecuada respecto de los mecanismos de democracia participativa, los que constituyen derechos políticos indispensables en un Estado de Derecho.

REFLEXIONES FINALES

Si bien ha habido cambios importantes en la vida política de América Latina, en relación con la democracia y los derechos humanos, también es verdad que se avanza con incertidumbre sobre la consolidación de estas sociedades democráticas. Además debe tenerse en cuenta, que las principales tendencias en las Constituciones latinoamericanas, han optado por dos caminos: La ampliación y efectiva protección de los derechos humanos y la incorporación de nuevas instituciones de control y de reforma del Estado.

Dentro de estas garantías para la protección de los derechos humanos, el Defensor del Pueblo o Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, constituye una garantía de fiscalización no jurisdiccional. Su fortalecimiento depende de la voluntad política del gobierno, quien debe encontrar los mecanismos para que los derechos humanos se efectivizen y permitir un adecuado funcionamiento de las instituciones democráticas y del accionar de la sociedad civil en su conjunto.
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